DECRETERO DE SENTENCIAS

//tevideo, 10 de junio de 2008.

No. 161


V I S T O S  : 




Para sentencia definitiva, estos autos caratulados: “INDUSTRIA SULFÚRICA S.A. con ESTADO. MINISTERIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS. Acción de nulidad” (Ficha No. 810/04).



R E S U L T A N D O  : 

 


I- Se procesa en autos demanda de nulidad contra las resoluciones dictadas por la Dirección Nacional de Aduanas en los expedientes Nos. 944/04, 945/04, 1066/04, 1067/04, 1418/04 y 1419/04 mediante las cuales se determinó, como uno de los tributos a pagarse en diferentes operaciones de importación la Tasa de Contralor de Importaciones.

 


En cuanto a la procesabilidad de los actos impugnados, manifiesta que la intervención que le cabe a la Dirección Nacional de Aduanas dentro del procedimiento informático para que se concrete una operación de importación, culmina en el Documento Único Aduanero en el que se le asigna una fecha luego que la Dirección Nacional de Aduanas autoriza la operación, conteniendo ese documento la manifestación inequívoca de voluntad de la Administración.

 


Analizando la normativa que rige a los permisos de importación y de creación de la Comisión por Servicios, señala que en un comienzo el dominio de la intervención estatal en materia de autorización de importaciones, lo tenía el BROU en forma exclusiva, pero luego, en virtud de la evolución normativa en la materia, la intervención de dicha entidad bancaria desaparece, dejando de prestar servicio de especie alguna, quedando limitada su intervención, exclusivamente, a recaudar por cuenta y orden de la Aduana tributos que gravan la importación e incluidos en el documento único aduanero.

 


En virtud de ello entiende que ha desaparecido la comisión relativa a un servicio (denuncia de importación) que actualmente el BROU no presta ni interviene por la norma vigente.

 


Analizando la naturaleza jurídica de la “comisión del BROU” concluye, citando normativa, doctrina y jurisprudencia que la misma constituye un tributo y más concretamente un impuesto, posición, además, que fue la originariamente asumida por el Ministerio de Economía y Finanzas. A dicha conclusión arriba por entender que la misma es exigida coactivamente sin contraprestación alguna por parte del BROU.

 


Indica que durante un corto lapso de tiempo la D.N.A., en aplicación de lo dispuesto por el decreto Nº 194/1979, ingresó en su sistema informático la exoneración prevista en el mismo, la cual alcanza a la “comisión del BROU” como tributo que es. Pero sorpresivamente e infundadamente, la DNA cambió su decisión, no solo respecto a las operaciones de importaciones futuras sino, y lo que le resulta increíble, exigió el cobro de la comisión por el período en que ese organismo reconoció la exoneración correspondiente en los diferentes permisos tramitados con exoneración por así haberlo dispuesto y autorizado.

 


Concluye que razones de certeza y seguridad jurídica determinan que la Administración debe ajustar su conducta a la legalidad, dejando sin efecto el cobro de la comisión respecto de las importaciones futuras que efectúe ISUSA de los bienes exonerados del pago de tributos.

 


II- Que, conferido el correspondiente traslado de la demanda, ésta fue contestada a fs. 26-32 por el representante de la parte demandada, solicitando su rechazo y manifestando que en el ocurrente, la D.N.A. sólo implementó la instrumentación informática de lo que resulta tanto de la norma legal como de la reglamentación correspondiente. En virtud de ello, no ha existido un acto administrativo como expresión de voluntad de la Administración -en el ámbito de la referida Unidad Ejecutora- en virtud de que ello era innecesario, improcedente y además inoportuno, ya que dicho acto administrativo es preexistente a su actividad meramente instrumental.

 


En cuanto al aspecto sustancial de la controversia, transcribiendo la exposición de la Asesoría Técnica de la Aduana emitida en una situación similar a la de obrados señala que, para la ley vigente en la materia, Ley Nº 16492, la “comisión” constituye un precio, posición que además ha sostenido invariablemente el Poder Ejecutivo, por lo cual la administración está obligada a considerarlo tal  aún en la hipótesis que opinara que se encuentra desnaturalizado sea por el motivo que sea.

 


Indica que si bien el Decreto Nº 194/1979 establece exoneraciones en su redacción, posteriormente a su dictado, el legislador estableció a través de la ley 16.492 que debía ocurrir con todas las recaudaciones obtenidas por concepto de comisión del BROU.

 


III- Que abierto el juicio a prueba, las partes produjeron la que luce certificada a fs. 85.

 


IV- Que alegaron de bien probado las partes por su orden (fs. 96-103 vta. y 111-117, respectivamente).

 


V- Que, conferida vista al Sr. Procurador del Estado en lo Contencioso Administrativo (Dictamen Nº 262/2007 de fs. 121-123), se citó a las partes para sentencia (fs. 121), la que se acordó en legal y oportuna forma.



C O N S I D E R A N D O  :




I) Que en la especie se verifica el correcto agotamiento de la vía administrativa, así como la temporaneidad de la pretensión anulatoria. Por consiguiente, el Tribunal se encuentra en condiciones de ingresar al aspecto sustancial del caso planteado.

                               Se procesa en la especie la demanda de nulidad de las resoluciones dictadas por la Dirección Nacional de Aduanas en los expedientes Nº 944/2004; 945/2004; 106/2004; 1067/2004; 1418/2004, y 1419/2004, mediante las cuales se determinó como uno de los tributos a pagarse en diferentes operaciones de importación, la Tasa de Contralor de Importaciones (comisión del BROU).  

                                  En síntesis, la actora se agravia porque en la actualidad ya no existe la intervención del Banco de la República en materia de importaciones, y por ello resulta contraria a derecho la imposición del pago de una comisión relativa a un servicio que no presta la mencionada entidad financiera. Además, también le agravia que la denominada “comisión del BROU” o “Tasa de Contralor de Importaciones” sea considerada por la Administración como un precio cuando, en realidad, es un tributo; más precisamente un impuesto.

                                 Por su parte la demandada apoya su contestación con el argumento de que, en verdad no hay acto administrativo, pues lo que hace la Dirección Nacional de Aduanas es meramente implementar la instrumentación informática. En puridad, el acto administrativo preexiste a esa actividad instrumental, de la que resultan las resoluciones impugnadas. Por otra parte, sostiene la Administración que la comisión no constituye un impuesto sino que sigue siendo un precio.

                                   II) Que, como cuestión preliminar y necesaria, corresponde abordar la posición de la Administración demandada en cuanto sostuvo que los actos impugnados no son procesables en esta instancia jurisdiccional. En efecto, se argumenta que es el Poder Ejecutivo, a través de la reglamentación correspondiente, quien regula la recaudación de la Tasa de Contralor de Importaciones; por ende, sostiene que la Unidad Ejecutora, Dirección Nacional de Aduanas sólo implementa la instrumentación informática de lo que resulta de dicha reglamentación, así como de la norma legal correspondiente. En definitiva, entiende que en el ámbito de la referida Unidad no ha existido un acto administrativo como expresión de voluntad del Estado, en virtud de que ello era innecesario, improcedente y además inoportuno ya que dicho acto administrativo es preexistente a su actividad meramente instrumental.
 


Adhiriendo a los fundamentos esgrimidos por la accionante así como a los del Procurador del Estado en lo Contencioso Administrativo, la Corporación considera que no es de recibo la argumentación de la demandada. En efecto, tal como manifiesta la accionante, -sin que hubiere sido controvertido por la demandada-, todos lo tributos que gravan la operación de importación son liquidados en el Documento Único Aduanero, donde se registra la operación a través del sistema informático denominado “LUCIA”, con los datos aportados por el despachante. Este sistema informático aplica en forma automática el régimen tributario aduanero que corresponde a la operación, el cual ha sido previamente determinado por la Dirección Nacional de Aduanas. En virtud de ello, no cabe duda alguna que, como correctísimamente afirma el Procurador del Estado “…la liquidación de las obligaciones surge de criterios generalmente adoptados por la administración y vertidos en el referido software (refiere al sistema “LUCIA”). Lo cual lleva a concluir que en definitiva el programa informático contiene unos criterios que constituyen una expresión de voluntad unilateral de la administración que produce efectos jurídicos…”. Precisamente, cuando dicho acto regla indeterminado se aplica a un trámite de importación concreto, se materializa por medio de un acto particular (subjetivo), el cual deviene impugnable en virtud de lo establecido por el art. 60 del D. Ley 15.524 (Cfr. Sent. 13/08).

                                  III) Que en relación a la cuestión sustantiva planteada en autos el Tribunal, también compartiendo en este punto las acertadas conclusiones del Procurador del Estado, irá a una decisión anulatoria por entender de recibo los agravios de la actora.

                                     En efecto, considera el Cuerpo que en razón de constituir la denominada Tasa de Contralor de Importaciones un verdadero impuesto y al haber desaparecido la intervención del BROU en la prestación del servicio identificado como “denuncia de importación”, en virtud de la evolución normativa en la materia, el cobro de aquella Tasa por parte de la Dirección Nacional de Aduanas resulta ilegítimo. Conforme lo estable el art. 5 del Decreto 333/992, quedó sin efecto la obligación de presentar la denuncia de importación ante el BROU en razón de que, por el art. 1º del mismo, “Todas las operaciones de introducción de mercaderías se tramitaran exclusivamente mediante el documento único de importación que se presentara ante las oficinas de la Dirección Nacional de Aduanas, en todo el territorio nacional”. En virtud de esta nueva normativa, el BROU dejó de prestar el servicio por el cual, lógicamente, cobraba un precio: la tan cuestionada “comisión” denominada “Tasa de Control de Importaciones”.


                   Ahora bien, al haber dejado el BROU de prestar el servicio por el cual cobraba la “comisión”, la única razón que justificaría su cobro por parte de la DNA sería que se estuviera frente a un tributo, en cualquiera de sus especies. Pero para que ello ocurriera, sería necesario que así lo hubiera dispuesto el Legislador (principio de reserva de la Ley), cosa que no sucede en la especie. La administración demandada sostiene en su contestación que la controversial “comisión” fue creada por el art. 388 de la Ley 12.804 y posteriormente por ley 16.492, en su art. 1º se autoriza al BROU a modificar en más la alícuota de “…dicho rubro de ingreso fiscal…” (fs. 31 autos), y que luego el propio Poder Ejecutivo a través de diversos decretos fue regulando diferentes aspectos de dicha comisión.


                       Sin embargo lo que en realidad hace el art. 388 de la citada Ley 12.804, es declarar que el BROU está facultado a fijar y percibir comisiones por la prestación de servicios bancarios o de su giro que le hayan sido encomendados por normas legales o administrativas. Como correctamente señala el Procurador del Estado, aunque no se hubiera establecido así, lógica y legítimamente el BROU estaría facultado a cobrar la comisión por la prestación de sus servicios,  no siendo necesario que una ley lo habilitara para ello, puesto que la determinación de un “precio” no es materia de la ley (Cfr. VALDÉS COSTA, R.: “Curso de Derecho Tributario”, págs. 28, 114 y 115, 3era. edic.). Por su parte el art. 1º de la Ley 16.492 simplemente faculta al BROU a aumentar hasta en tres puntos porcentuales la alícuota que recauda por concepto de comisión sobre importaciones. En definitiva no crea una prestación diferente a la establecida por la ley 12.804.

                                   Obviamente, la consecuencia de lo anteriormente expuesto fue que el BROU dejara de prestar aquel servicio a los importadores, razón por la cual no debía percibir contrapartida por servicios que ya no prestaba. Como acertadamente acota el Procurador del Estado, la prestación pecuniaria no vinculada a ninguna actividad estatal relativa al obligado, constituye un impuesto (art. 11 del Código Tributario). Y en ese caso, tratándose de un tributo de dicha naturaleza, se requiere una ley para ser establecido (art. 85 Nº 4 y 9 de la Constitución).


                     En razón de ello, y al no existir una contraprestación por parte del BROU que justifique el cobro de la comisión, la percepción por parte de la Administración de esta prestación, deviene ilegítima en virtud de que no existe norma legal que habilite su percepción.

  


Por estos fundamentos, el Tribunal



F A L L A  : 

                 

Amparando la demanda y, en su mérito, anúlase el acto impugnado; sin especial condenación.




A los efectos fiscales, fíjanse los honorarios del abogado de la parte actora en la cantidad de $ 14.000 (pesos uruguayos catorce mil).




Oportunamente, devuélvanse los antecedentes administrativos agregados; y archívese.

Dr. Preza, Dra. Battistella, Dr. Lombardi (r.), Dr. Harriague, Dra. Sassón. Dra. Petraglia (Sec. Letrada).  

